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VOTO PARTICULAR DEL MAGISTRADO RICARDO ENRÍQUEZ A LA 
SENTENCIA SOBRE LA LEY ORGÁNICA 1/2024 DE AMNISTÍA   

 
El magistrado Ricardo Enríquez Sancho considera en primer lugar que antes de 

pronunciarse sobre la impugnación de fondo el Tribunal Constitucional hubiera debido 
suspender el procedimiento y plantear ante el TJUE la correspondiente cuestión prejudicial. 
 

En segundo lugar, considera que la amnistía es una institución que no tiene cobertura 
en nuestra CE, como resulta del juego combinado de sus arts 66.2 y 66.i, así como de los 
debates parlamentarios previos a su aprobación. 
 

En tercer lugar, explica que la LOA es arbitraria porque la verdadera finalidad a que 
responde no es la que expresa su preámbulo sino la de obtener el apoyo de los siete diputados 
de Junts per Catalunya en la sesión de investidura del Presidente del Gobierno. 
 

En cuarto lugar, la LOA es contraria al artículo 14 CE porque solo alcanza a quienes 
realizaron acciones delictivas, con la finalidad de apoyo al proceso independentista pero no a 
quienes hubieran realizados esas mismas acciones con una finalidad política opuesta. 
 

El intento de la sentencia de salvar esta inconstitucionalidad aplicando una 
inconstitucionalidad por omisión es técnicamente inaceptable porque la finalidad de la ley es 
evidente, porque en ningún caso existe una obligación constitucional de amnistía y porque la 
grave tacha de inconstitucionalidad por arbitrariedad de que adolece la ley no puede salvarse 
por el simple recurso de extender su ámbito subjetivo. 
 

En quinto lugar, la LOA vulnera el principio de legalidad del art. 25.1 CE porque parte 
de su articulado tiene una estructura tan abierta que en modo alguno puede considerarse 
respetuosa con el principio de taxatividad exigible no solo a toda ley penal sino, por la misma 
razón, a una ley que excluye la aplicación de leyes penales. 
 

Finalmente, se ha incurrido en fraude de ley en su tramitación parlamentaria porque el 
Gobierno ha utilizado el grupo parlamentario para presentar una proposición de ley, cuando él 
mismo, al estar en funciones no hubiera podido presentar un proyecto de ley de idéntico 
contenido, por impedírselo el artículo 21.5 de la Ley del Gobierno. 

 
 

Madrid, 26 de junio de 2025 


